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Señor Presidente, 
Señores Jueces, 

1. La Société coopérative des asphalteurs 
belges (en lo sucesivo, «Belasco»), así como 
las siete empresas miembros de esta asocia­
ción solicitan, con carácter principal, la anu­
lación de la Decisión de la Comisión de 10 
de julio de 1986, relativa a un procedi­
miento de aplicación del artículo 85 del 
Tratado CEE (IV/31.371 — Revestimientos 
asfálticos) * y, con carácter subsidiario, la 
anulación o, cuando menos, la reducción de 
4501611as multas que les fueron impuestas. 

2. En la Decisión impugnada, la Comisión 
afirmó, en sustancia, que las siete sociedades 
miembros de Belasco infringieron lo dis­
puesto en el apartado 1 del artículo 85 del 
Tratado CEE al suscribir un convenio que 
entró en vigor el 1 de enero de 1978 y que 
estuvo vigente, por lo menos, hasta el 9 de 
abril de 1984, así como medidas colectivas 
destinadas a aplicar y a completar el conve­
nio, incluida su participación común en 
acuerdos con empresas que no formaban 
parte del grupo en los que se preveían reba­
jas en los precios de venta de los productos 
en cuestión. La propia Belasco fue criticada 
por haber participado en la aplicación del 
citado convenio. 

3. En apoyo de su recurso, las demandantes 
alegan, en primer lugar, toda una serie de 
argumentos de hecho que pretenden acredi­
tar que, en su Decisión, la Comisión dio 

una imagen incorrecta del mercado y de los 
citados productos así como sobre la aplica­
ción del convenio y sus efectos. En el plano 
jurídico, ponen de manifiesto, más en parti­
cular, tres errores cometidos por la Comi­
sión en la apreciación de los hechos y que 
afectan al mercado en cuestión, al impacto 
de la normativa belga en materia de precios 
y su propio papel en las negociaciones sobre 
la compra de una empresa competidora, 
UPM, antiguo miembro de Belasco, que 
puso en marcha el procedimiento de infrac­
ción, al presentar queja a la Comisión. 

4. En segundo lugar, alegan vicios sustan­
ciales de forma por ser su motivación erró­
nea, contradictoria e insuficiente. La mayo­
ría de los extremos de la Decisión de la Co­
misión que es objeto de impugnación por las 
demandantes versan sobre los mismos pun­
tos impugnados por otras razones y, en par­
ticular, sobre los efectos prácticos de las 
medidas de aplicación del convenio. 

5. Lo mismo ocurre con el motivo proce­
dente de la infracción del artículo 85 del 
Tratado CEE, mediante el cual las deman­
dantes afirman, junto a la inexistencia de un 
perjuicio sensible del comercio entre los Es­
tados, la inexistencia de pruebas respecto a 
los elementos de hecho y de derecho que 
puedan constituir una infracción en el sen­
tido del citado artículo. 

6. Finalmente, en el supuesto de que el Tri­
bunal de Justicia considerara que no se dan 

* Lengua original: francés. 
1 — DOL 232 de 19.8.1986, p. 15. 
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reunidos en este caso los requisitos de apli­
cación del apartado 1 del artículo 85, las 
demandantes, con carácter subsidiario, afir­
man haberse conculcado la disposición del 
apartado 2 del artículo 15 del Reglamento 
n° 172 y el principio de igualdad, lo cual 
justificaría la supresión o, en su caso, la re­
ducción de las multas que se impusieron. 

7. De esta breve exposición de los motivos 
invocados, para cuyo detalle me remito al 
informe para la vista, se deduce que los mis­
mos hechos y las mismas alegaciones consti­
tuyen la base de varios de ellos. Igualmente, 
para evitar excesivas repeticiones y emisio­
nes, no los voy a examinar en el orden en 
que se presentaron, sino que trataré de reu-
nirlos en cuatro grupos principales tomados 
de los requisitos de aplicación del apartado 
1 del artículo 85 del Tratado CEE. 

8. En dos capítulos sucesivos, examinaré la 
cuestión de si el acuerdo controvertido tenía 
como finalidad o como objeto impedir, fal­
sear o restringir la competencia dentro del 
mercado común y si podía afectar al comer­
cio entre Estados miembros. Sin embargo, 
este examen se verá precedido de un capi-
imo aestinãuo a acotar precisamente los 
productos a los que afecta la Decisión de la 
Comisión y a determinar el lugar que ocu­
pan las demandantes en el mercado de los 
productos citados, ya que, para apreciar co­
rrectamente si se produjo una modificación 
de las condiciones de competencia en el sen­
tido del apartado 1 del artículo 85 que 
pueda afectar a los intercambios intracomu­
nitários, hay que tener presente el contexto 
económico en el que se aplicaron el conve­
nio y sus medidas de ejecución, así como el 
marco en el que, si no hubieran existido, se 
habría desarrollado el juego de la compe­
tencia. 

9. Un último capítulo estará dedicado a los 
motivos de infracción formulados contra las 
multas impuestas. 

10. Por consiguiente, el plan que seguiré en 
las presentes conclusiones será el siguiente: 

A. Mercado y productos en cuestión 

B. Alteración del juego de la competencia 

C. Posible perjuicio del comercio entre Es­
tados miembros 

D. Aplicación del artículo 15 del Regla­
mento n° 17 

1. Carácter doloso de las infracciones 

2. Duración 

3. Gravedad 

4. Respeto del principio de igualdad. 

A. Mercado y productos en cuestión 

11. Las demandantes afirman que el mer­
cado de revestimientos asfálticos, a juzgar 
por lo que afirma la Comisión en su Deci­
sión, no es sino una fracción del mercado 
más amplio de productos flexibles para 

2 — Reglamento n° 17 del Consejo, de 6 de febrero de 1962. 
Primer reglamento de aplicación de los artículos 85 y 86 
del Tratado (DO de 21.2.1962, p. 204; EE 8/01, p. 22). 
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obras en los tejados, que abarca los llama­
dos productos «sintéticos» fabricados, prin­
cipalmente, a base de polímeros y que ape­
nas contienen asfalto. Es este mercado el 
que debió considerar la Comisión para po­
der apreciar correctamente la situación de la 
competencia y la cuota de mercado de las 
demandantes. 

12. La Comisión niega que incurriera en un 
error de apreciación al no incluir los pro­
ductos sintéticos en la definición del mer­
cado en cuestión y afirma que, aun supo­
niendo que hubiera debido tener en cuenta 
las cuotas de mercado de las empresas de­
mandantes, dichas cuotas permanecieron es­
tables entre los años 1978 y 1980, habiendo 
sufrido únicamente variaciones de poca im­
portancia entre 1981 y 1984, de forma que 
siempre se mantuvieron por encima del 
50 %. 

13. Respecto a esta controversia, hay que 
observar en primer lugar, como afirma con 
razón la Comisión, que, en el marco del ar­
tículo 85, la definición de los productos en 
cuestión no tiene la misma significación que 
en el marco del artículo 86. En este último 
caso, sirve para determinar si una empresa 
ocupa en el mercado «considerado», consti­
tuido por determinados productos, una po­
sición de tal índole que puede considerarse 
posición dominante en el mercado común o 
en una parte sustancial de éste. La posición 
dominante, requisito indispensable para la 
aplicación del artículo 86, sólo se concibe en 
relación con un determinado mercado. 

14. En el marco del artículo 85, se trata, en 
primer lugar, de definir los productos efecti­
vamente afectados por una práctica coluso­

ria y el mercado en el cual tenían como ob­
jeto o como efecto el falseamiento de la 
competencia. Tanto la posición como la im­
portancia de las citadas empresas en el mer­
cado sólo serán tenidas en cuenta con poste­
rioridad, con el fin de determinar si las res­
tricciones de la competencia que son efecto 
u objeto de la práctica colusoria, así como 
el destino de los intercambios que puede 
provocar deben considerarse como poco o 
nada «sensibles». 

15. En cuanto a los «productos en cues­
tión», los revestimientos asfálticos, sobre los 
que versa el acuerdo Belasco así como las 
medidas adoptadas para su aplicación, la 
Comisión, en los apartados 3 y 4 de su De­
cisión, distingue entre: 

— los fieltros asfálticos y otros productos 
similares, llamados productos «Belasco»; 

— los productos fabricados con asfaltos 
«mejorados» mediante la adición de ma­
terias plásticas, llamadas «productos 
nuevos», y 

— los fieltros alquitranados. 

16. En el apartado 5, añade que los miem­
bros de Belasco también comercializan los 
productos llamados «anejos» que se venden 
a los mismos clientes y se utilizan general­
mente junto a los revestimientos asfálticos. 

17. La afirmación de las partes demandan­
tes según la cual el convenio sólo se apli­
caba a los productos antiguos llamados 
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«Belasco», y no a los productos nuevos o 
«mejorados», que aparecieron en el mercado 
a finales de los años setenta me parece con­
tradicha por el tenor liberal del apartado 1, 
letra b), del capítulo «Objeto del convenio», 
según el cual hay que entender por produc­
tos «los fieltros de toda especie [...] impreg­
nados de asfalto, tanto aquellos que en este 
momento se denominan en el comercio 
"fieltros asfaltados" [...] como los materiales 
del mismo tipo que puedan fabricarse en el 
futuro para satisfacción de las mismas nece­
sidades». 

18. En este marco, el hecho de que la Deci­
sión de la Comisión no fuera dirigida a la 
sociedad Derbit, que produce exclusiva­
mente productos nuevos (apartado 30 de la 
Decisión), no significa, como prentenden las 
demandantes, que la Decisión no se aplicara 
a tales productos ni, a fortiori, que el 
acuerdo controvertido no se refiera a los 
mismos, sino que encuentra su confirmación 
en el hecho de que la sociedad Derbit, al no 
ser miembro de Belasco, tampoco participó 
en los acuerdos celebrados con los miem­
bros. Por consiguiente, no existe contradic­
ción alguna en la motivación de la Decisión 
de la Comisión, la cual definió correcta­
mente los citados productos. 

19. No significa esto que el conjunto de 
medidas adoptadas en cumplimiento de con­
venio se extendieran necesariamente a los 
nuevos productos. La citada extensión sólo 
se hizo de una forma «limitada y progre­
siva» como la propia Comisión reconoció 
expresamente [apartado 74, xi), de la Deci­
sión]. 

20. En cuanto a la cuestión de si los pro­
ductos definidos de esta forma constituyen 
un mercado aparte o forman parte de un 
mercado más amplio, en el cual hacen la 

competencia directa a otros productos que 
cumplen sus mismas funciones o que sirven 
a los mismos fines, quiero manifestar, en 
primer lugar, que las propias demandantes 
aceptan que no existe un único mercado de 
productos estancos para revestimiento de te­
jados, sino que distinguen entre el mercado 
de las tejas y pizarras y el de los productos 
estancos para tejados. 

21. La función o el uso no son los únicos 
criterios de sustitución que hacen que pro­
ductos en sí mismos distintos pertenezcan 
generalmente a un mismo mercado. Otros 
criterios que se deben considerar son las 
propiedades y los precios de los citados pro­
ductos, en el sentido de que únicamente los 
productos que, a causa de estos distintos 
elementos, se consideran similares por el 
usuario, forman parte de un mismo mer­
cado. 

22. Efectivamente, puede ocurrir que aque­
llos productos que en un principio pueden 
utilizarse con los mismos fines no puedan, 
en la práctica, a causa de otros elementos, 
emplearse indistintamente por los usuarios. 

23. A este respecto, las propias demandan­
tes reconocen que los productos sintéticos 
tienen características propias y difieren en 
ocasiones básicamente de los materiales as­
fálticos tradicionales, sobre todo en lo rela­
tivo a su composición y a sus técnicas de co­
locación. 

24. Para la Comisión, la forma particular de 
colocación exige un personal cualificado y 
con una formación especial, de manera que, 
para el usuario (empresarios generales o de 
tejados), el paso de los revestimientos asfál­
ticos a los productos sintéticos no puede ha-
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cerse de la noche a la mañana, puesto que 
requiere un reciclaje importante del perso­
nal. El documento del Centre scientifique et 
technique de la construction (CSTC) que las 
demandantes aportan como anexo C de su 
recurso y como anexo I de su escrito de ré­
plica confirma expresamente esta afirma­
ción, al menos para una importante catego­
ría de los citados productos, a saber los fa­
bricados con elastómeros o plastómeros 
(véase apartado 3.21, p. 12). 

25. Sigue diciendo la Comisión, y las de­
mandantes lo han reconocido en la vista, 
que los precios de los citados productos sin­
téticos son claramente superiores, de forma 
que no constituyen verdaderas alternativas 
en términos económicos para las obras de 
estanqueidad que se realizan normalmente 
con revestimientos asfálticos. 

26. Por ello, no creo que haya sido erróneo 
considerar que los productos sintéticos se 
utilizan para finalidades específicas sin cons­
tituir realmente productos competidores al­
ternativos de los revestimientos asfálticos. 

27. Además, en la práctica, las demandantes 
no parecen sentirse competidoras de los 
productores de productos sintéticos, como 
lo demuestran, por una parte, el hecho de 
que, en las frecuentes reuniones de la Junta 
de los miembros de Belasco, éstos, muy 
atentos a lo que sucede en el mercado, no se 
preocupaban de ello lo más mínimo y, por 
otra, el hecho de no haber formulado nin­
gún argumento en este sentido durante la 
fase administrativa anterior a la adopción de 
la Decisión impugnada de la Comisión. 

28. Por tanto, no es sorprendente que hasta 
el escrito de réplica (p. 46) no trataran de 
evaluar el impacto que la inclusión de los 
productos sintéticos en el mercado tuvo so­
bre su cuota de mercado tal y como fue de­
finida por la Comisión en el apartado 8 de 
su Decisión. 

29. Después de reconocer que, en este 
campo, es difícil hacer cálculos, afirman 
que, desde 1981 a 1983, su cuota en el mer­
cado debe reducirse de un 10 a un 15 %, 
caso de tener en cuenta los productos susti-
tuibles en su conjunto, lo cual tiene como 
consecuencia que, en 1981, ya no alcanzó 
mas que del 47 al 50 %, y, en 1983, el 42 al 
45 %, en lugar del 58,7 % y el 59,6 %, res­
pectivamente. 

30. Esta afirmación suscita las observacio­
nes siguientes: 

1. Se refiere sólo a los años 1981 a 1983, de 
forma que, de la misma, cabe deducir 
que la cuota de mercado de las deman­
dantes permaneció inmutable de 1978 a 
1980. 

2. Aun reducida a tal proporción, su parte 
de mercado no puede ser calificada de 
«mínima» (véase p. 36 del recurso). 

3. Para que hubieran provocado un des­
censo del 10 al 15 % en la cuota de mer­
cado de las demandantes, los productos 
sintéticos tendrían que haber represen­
tado entre el 20 y el 30 % del mercado 
así considerado; mientras que las deman-
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dantes no han apoyado en forma alguna 
las cifras que aportan, la Comisión, se­
gún un estudio de mercado de una firma 
alemana, demostró que en 1981 la cuota 
de los productos sintéticos no sobrepasó 
el 10 % ; además, en el transcurso de la 
vista, el representante de las demandantes 
admitió que, en el citado período, los 
productos sintéticos sólo representaban 
del 8 al 10 % del citado mercado. 

4. Además, del informe Buytaert, aportado 
por las propias demandantes, se deduce 
que la Comisión subestimó la cuota de 
los miembros en el mercado que había 
tenido en cuenta (véase anexo III al es­
crito de contestación). 

31. En virtud de estas consideraciones, llego 
a la conclusión de que la Comisión tiene ra­
zón cuando afirma que, aun suponiendo 
que hubiera debido tener en cuenta los pro­
ductos sintéticos en la definición del citado 
mercado, las cuotas de mercado de los 
miembros de Belasco, entre 1981 y 1984, 
sólo fueron inferiores de un 5 a un 7 % a 
las cifras que figuran en la Decisión que se 
impugna, habiendo permanecido en todo 
caso por encima del 50 %. 

32. Habida cuenta de la importancia de las 
cuotas de mercado, aun con estas rectifica­
ciones, tales variaciones, relativamente míni­
mas, no hubieran exigido una valoración ju­
rídica precisamente distinta de los hechos y 
de las situaciones del caso de autos. Caso de 
haber existido un error en la definición del 
citado mercado, y en la delimitación de las 
cuotas que en él tenían las demandantes, 
ello por sí sólo no puede justificar la anula­
ción de la Decisión impugnada. 

B. Alteración del juego de la competencia 

33. Con arreglo a reiterada jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia, 

«para apreciar si un acuerdo debe conside­
rarse prohibido por las alteraciones de la 
competencia que persigue o provoca, hay 
que examinar el juego de la competencia en 
el marco real en que se desarrollaría, de no 
existir el acuerdo controvertido. Para ello, 
hay que considerar ante todo la índole y la 
cantidad limitada o no de los productos que 
son objeto del acuerdo, la posición y la im­
portancia de las partes en el mercado de los 
productos, si el acuerdo está o no aislado o, 
por el contrario, cuál es el lugar que ocupa 
en un conjunto de acuerdos»3 (traducción 
provisional). 

Estos últimos datos deben permitir acreditar 
si las limitaciones al juego de la competencia 
son de importancia, puesto que aquellas 
prácticas colusorias que sólo provocan unas 
restricciones insignificantes a la competencia 
no se hallan comprendidas dentro de la pro­
hibición del apartado 1 del artículo 85. 

34. El apartado 1 del artículo 85 contempla 
aquellos acuerdos que tienen como finalidad 
o como efecto falsear el juego de la compe­
tencia. En su sentencia LTM, 4 el Tribunal 
de Justicia precisó ya que este requisito 
tiene carácter alternativo y no acumulativo, 

«puesto de relieve por la conjunción " o " , 
por lo que debe considerarse en primer lu­
gar el objeto del acuerdo, visto el contexto 

3 — Véanse, en especial, sentencia de 10 de julio 1980, (Lan-
côme/Etos, 99/79, Rec. 1980, p. 2511), apañado 24, y de 
11 de diciembre de 1980 (L'Oreal/De Nieuwe AMCK, 
31/80, Rec. 1980, p. 3775), apartado 19. 

4 — Sentencia de 30 de junio de 1966, Société technique mi­
niere/Maschinenbau Ulm GmbH, 56/65, Rec. 1966, 
p. 337. 
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económico en el que ha de aplicarse» (tra­
ducción provisional) (Rec. 1966, p. 359). 

35. La descripción que la Comisión da, en 
los apartados 12 a 21 de su Decisión, del 
convenio celebrado por los miembros de Be-
lasco corresponde exactamente al contenido 
de éste (tal como figura en el anexo III del 
pliego de cargos que figura como anexo I al 
escrito de contestación). 

36. Las partes contratantes definieron de 
esta forma el objeto del convenio: 

1) Adopción de tarifas y condiciones míni­
mas de venta aplicables sin excepción a 
cualquier entrega en Bélgica de los pro­
ductos que más adelante se señalan, así 
como a la ejecución de cualesquiera 
obras por los contratantes en la que utili­
cen productos sometidos al presente con­
venio. 

2) Adopción de tarifas y condiciones míni­
mas de ejecución y de garantía de cual­
quier tipo de obras en tejados en las que 
se utilicen los revestimientos descritos en 
el presente convenio. 

3) Cuotas de reparto entre los miembros. 

4) Sanciones en caso de no haberse respe­
tado las obligaciones que establece el 
presente convenio o las decisiones váli­
damente adoptadas. 

5) Constitución de un fondo de garantía 
que asegure el respeto de los compromi­
sos. 

6) Defensa y promoción de los intereses de 
los miembros colectivamente en la mayor 
medida posible; en particular en las ne­
gociaciones con países extranjeros y me­
diante medidas colectivas de publicidad 
de los productos fabricados por los 
miembros, así como de las obras ejecuta­
das utilizando tales productos. 

7) Estudio y promoción de cualesquiera 
medidas de normalización y de racionali­
zación de la producción y de la distribu­
ción de los revestimientos asfálticos. 

37. El resto de las clausulas a que se refiere 
más en particular la Comisión se hallan en 
el apartado 8 del artículo 1 del convenio, 
que establece las atribuciones de la Junta 
General de socios encargada, en particular, 
de la ejecución del convenio; en el artículo 
2, que prevé que habrá un «accountant» 
cuya función será controlar la observancia 
de las cuotas y de los precios; en el artículo 
3, que fija las cuotas de entregas atribuidas 
a cada miembro y establece un sistema de 
reparto; en el artículo 5, que describe algu­
nas de las «obligaciones» de los contratantes 
previendo, expresamente en su párrafo 4, 
que la Junta General se reserva la facultad 
de fijar el precio de venta de los productos 
anejos, así como en el artículo 6, que regula 
cuál ha de ser el comportamiento de los 
miembros en el supuesto de que uno de 
ellos sea declarado en quiebra. 

38. No cabe duda de que este Convenio, 
tanto en su conjunto como en la mayoría, 
por no decir totalidad, de las cláusulas que 
se han citado, tiene efectivamente por objeto 
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restringir la competencia y, aún más, vista la 
posición que ocupan los miembros de Be-
lasco en el mercado belga de los productos 
en cuestión, que representan, por emplear 
los términos utilizados por este Tribunal de 
Justicia en la ya citada sentencia LTM: 

«un carácter suficientemente perjudicial para 
la competencia», 

de manera que puede reconocérsele una 
clara influencia sobre el juego normal de la 
competencia. 

39. De esta forma, la determinación en co­
mún de las tarifas y condiciones de venta así 
como el reparto del mercado mediante la fi­
jación de cuotas de entrega constituyen 
prácticas contempladas expresamente en las 
letras a) y c) del apartado 1 del artículo 85 
del Tratado. 

40. Sin embargo, las demandantes afirman 
(p. 15 uè iā réplica) que «¡a tarifa común 
[...] sirvió [...] para las solicitudes colectivas 
de elevación de precios, que permitieron, 
mediante el conocimiento de la misma que 
tenían los no miembros, que éstos se coloca­
ran en una situación competitiva en relación 
a tales precios». Dicho de otra forma, la ta­
rifa común sólo fue un instrumento desti­
nado a hacer posibles las solicitudes colecti­
vas de aumento de precios y no tuvo por 
objeto eliminar la competencia entre los 
miembros de la cooperativa. Además, éstos 
hicieron en cada ocasión un regalo de pri­
mera magnitud a las empresas no miembros, 
informándoles de los precios comunes con 
el fin de permitirles ofrecer sus productos a 
precios inferiores a éstos, haciéndoles de 
esta forma la competencia. 

41. No debe sorprenderles, Señores miem­
bros de este Tribunal, que no me convenza 
este argumento. 

42. Si la tarifa común sólo hubiera servido 
para la finalidad indicada, no habría sido 
preciso adoptar asimismo normas comunes 
relativas a los descuentos. Su verdadera fi­
nalidad era evitar la competencia de precios 
entre los miembros. 

43. Además, la Comisión tiene razón 
cuando afirma que si bien las autoridades 
belgas recomendaban efectivamente a las 
asociaciones profesionales que presentaran 
las solicitudes colectivas en nombre de sus 
miembros, ello no constituía una obligación 
ineludible, ni se exigía que los aumentos 
máximos que autorizaban se aplicaran nece­
sariamente de forma plena o inmediata. 

44. N o hay contradicción alguna entre esta 
apreciación y el hecho que la Comisión 
demostrara en el anexo II de su escrito de 
contestación así como en el anexo III de su 
escrito de duplica que, en realidad, los pla­
zos para la aplicación de los aumentos auto­
rizados eran muy variables y que tales au­
mentos no se aplicaron de forma uniforme y 
plena a todos los productos. Efectivamente, 
dado que tanto los plazos como los tipos de 
aumento por productos fueron idénticos 
para todos los miembros de Belasco, queda 
demostrada precisamente que tuvieron que 
concertarse en cada ocasión para el reparto 
de los aumentos autorizados entre los dis­
tintos productos y el momento más idóneo 
para su aplicación. 
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45. A la luz de cuanto antecede, no cabe 
pretender que la adaptación de las tarifas de 
los miembros de Belasco sea la consecuencia 
de la legislación belga relativa a los precios, 
ni que la Comisión, que se pronunció expre­
samente sobre este argumento en el apar­
tado 74, punto i), de su Decisión, cometiera 
al respecto un error de apreciación. 

46. En cuanto a la comunicación a las em­
presas que no pertenecían al grupo Belasco 
de las intenciones comunes en materia de 
precios, tenía claramente por objeto estimu­
larlas a aplicar también tales precios. 

47. Por lo demás, no hay más que otras tres 
clausulas cuyo carácter restrictivo niegan las 
demandantes (véanse pp. 8 y 9 del recurso) 
y que se refieren a: 

1) La prohibición de hacer regalos y de 
vender con pérdidas. 

2) La organización de una publicidad colec­
tiva para los productos de la marca Be-
lasco. 

3) La adopción de medidas de normaliza­
ción y racionalización. 

48. En cuanto a la primera de estas cláusu­
las, como la Comisión ha expuesto con ra­
zón [apartado 73, ii), de la Decisión], su 
objeto es evitar que se incumpla la disciplina 
acordada en materia de precios, por lo cual, 
no constituye, en modo alguno, la mera 
aplicación al convenio de una disposición de 

la legislación belga en materia de competen­
cia desleal,5 cuya finalidad es la protección 
de los consumidores. 

49. Si bien el resto de las cláusulas, en sí 
mismas, no tienen quizá carácter restrictivo, 
como la propia Comisión reconoce (pp. 27 
y 28 del escrito de contestación), por el he­
cho, principalmente, de estar insertas en un 
convenio como en el caso de autos, contri­
buyen a reforzar la finalidad restrictiva, li­
mitando la libertad de los participantes de 
hacerse la competencia mediante la distin­
ción de sus productos [apartado 73, v) y vi), 
de la Decisión]. 

50. Así entendida, la valoración que la Co­
misión realizó de la última de estas cláusulas 
en modo alguno me parece contradictoria 
con el hecho de que la principal actividad 
de Belasco sea la elaboración de normas 
IBN, bajo la tutela del Institut belge de nor­
malisation. Además, la Comisión precisó en 
la Decisión [párrafo 2 del apartado 73, vi)] 
que no contemplaba la participación de los 
miembros de Belasco en esta actividad. A 
este respecto, no puede estimarse el motivo 
de infracción consistente en la motivación 
errónea y contradictoria. 

51. Lo mismo ocurre con los nuevos pro­
ductos. No hay contradicción en que se re­
conozca que «fueron desarrollados autóno­
mamente por cada productor» [apartado 74, 
xi), párrafo 3, de la Decisión] y la declara­
ción de que, en una práctica colusoria como 
la del caso de autos, la determinación en 
común de algunas de sus características re­
vista un carácter restrictivo de la competen­
cia, máxime cuando, a falta de normaliza-

5 — Ley de 14 de julio de 1971 sobre prácticas comerciales 
(Moniteur belge de 30.7.1971, p. 9087). 
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ción, tal coordinación constituye el requisito 
previo e indispensable para cualquier fija­
ción de precios comunes. 

52. En lo relativo a las demás clausulas, lo 
que discuten las demandantes es más bien su 
aplicación práctica y sus efectos concretos. 

53. Ahora bien, debe señalarse, por una 
parte, que, con arreglo al artículo 10 del 
convenio, las decisiones de la Junta General 
forman parte integrante del mismo. Por ello, 
cabría simplemente considerar que las adop­
tadas para la ejecución de las cláusulas dis­
cutidas participan de su carácter restrictivo. 

54. Por otra parte, de los apartados 154 y 
155 de la sentencia Van Landewyck, de 29 
de octubre de 1980,6 se deduce que, cuando 
varias empresas han adoptado disposiciones 
cuyo objeto es restringir sensiblemente la 
competencia, no es preciso examinar la 
cuestión de en qué medida se aplicaron 
efectivamente. 

55. De la misma forma, puede ser tentador 
examinar en este lugar el carácter restrictivo 
del objeto de la práctica colusoria contro­
vertida. 

56. Ahora bien, en el presente caso, «la 
práctica colusoria», como fue definida por 
la Comisión en el apartado 72 de su Deci­
sión, no sólo está constituida por un 
acuerdo entre empresas, a saber, el convenio 
Belasco, sino también por varios otros 
acuerdos celebrados así como por las medi­
das y decisiones adoptadas con vistas a su 
aplicación y a su complemento. Además, la 

Decisión de la Comisión no sólo contempla 
esta «práctica» sino también los acuerdos 
entre miembros y no miembros sobre los 
descuentos a los precios, que datan de mayo 
y octubre de 1978 (artículos 2 y 3 de la De­
cisión). 

57. La Comisión dedicó los apartados 22 a 
68 de la Decisión a la descripción de las de­
cisiones adoptadas y de los acuerdos cele­
brados por los miembros de Belasco, inclui­
dos los que se celebraron con los no miem­
bros con el fin de aplicar el convenio. Para 
hacerlo, se basó en buena medida en los do­
cumentos internos de Belasco, las actas de 
las reuniones de la Junta General y los in­
formes del «accountant». En el apartado 74, 
valoró jurídicamente tales decisiones y 
acuerdos, a la vista de las exigencias del 
apartado 1 del artículo 85. 

58. No son en modo alguno indiscutibles la 
existencia de tales documentos ni la veraci­
dad de las citas que proceden de los mis­
mos. De la misma forma, las propias de­
mandantes reconocen que: 

— Las tarifas comunes para los productos 
Belasco fueron efectivamente adoptadas. 

— Comunicaron anticipadamente sus inten­
ciones en la materia a otros productores 
belgas. 

— En varias ocasiones, se concertaron en lo 
relativo a los precios de los productos 
nuevos y anejos. 

6 — Asuntos acumulados 209 a 215 y 218/78, Rec. 1980, 
pp. 3125 y ss., especialmente p. 3270. 
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— Establecieron el principio llamado de 
«cristalización de la clientela», con arre­
glo al cual cada miembro debe conservar 
su propia clientela y no intentar captar la 
de otros. 

— Existía un acuerdo así como tentativas 
de acuerdos entre los miembros, por una 
parte, y los no miembros, por otra, con 
respecto a los descuentos que debían 
practicarse en relación con la tarifa co­
mún. 

— Se creó efectivamente un sistema de 
cuotas sujeto al control del «accountant». 

59. La defensa general de las demandantes 
frente a la mayoría de estos hechos consiste 
en afirmar que las decisiones adoptadas no 
tuvieron efectos o que no se respetaron en 
la práctica y que los sistemas creados no 
funcionaron como ellos deseaban. 

60. En algunos casos, la propia Comisión lo 
reconoce, sobre todo en lo relativo a la ob­
servancia de los precios comunes para los 
productos anejos [apartado 74, v)], a la cris­
talización de la clientela [apartado 74, vi)] y 
a los precios de venta de los productos nue­
vos [apartado 74, xi)]. 

61. En lo relativo al sistema de cuotas, la 
Comisión comprobó que las ventas de dos 

miembros de los siete del grupo Belasco su­
peraban ampliamente las que les habían sido 
atribuidas (apartado 26). Sin embargo, esto 
no significa que el conjunto del sistema no 
funcionara ni que los dos miembros pudie­
ran infringirlo impunemente y sin tener que 
pagar compensaciones al resto de los miem­
bros. 

62. Las demandantes afirman que las cifras 
que figuran en el anexo 4 del pliego de car­
gos bajo la rúbrica «cuentas a regularizar» 
no corresponden a sanciones, debidas a ha­
berse superado las cuotas, sino que reflejan 
ajustes de la cuota de cada uno de los 
miembros en los gastos de funcionamiento 
de la sociedad Belasco (p. 28 de la réplica). 
Sin embargo, la Comisión demostró feha­
cientemente (p. 17 de la réplica y sus ane­
xos VI y VII) que, de haber sido así, una 
sociedad miembro no hubiera podido parti­
cipar en absoluto en los gastos de funciona­
miento sino que hubiera recibido una suma 
de 119 858 BFR, mientras que otra sociedad 
habría soportado casi la tercera parte de los 
gastos de funcionamiento en 1983. 

63. También alegan los miembros de Be-
lasco que las medidas de defensa contra la 
competencia de IKO, que se discutieron en 
las Juntas Generales, no pasaron de ser de­
claraciones y que las propuestas no tuvieron 
el menor efecto. Sin embargo, la Comisión, 
mediante la cita de numerosas actas de las 
Juntas Generales, consiguió demostrar que 
«la acción decidida» y, respectivamente, la 
«acción llevada a cabo» contra esta entidad 
permitió a tres miembros del grupo arreba­
tar clientes a esta firma [apartados 60 y 74, 
vii), de la Decisión, apartado 36 del pliego 
de cargos y actas de la Junta General repro­
ducidas como anexo VIII a la duplica]. 
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64. En lo relativo a la disciplina convenida 
en materia de descuentos, la Comisión de­
mostró que el acuerdo celebrado a más tar­
dar el 30 de octubre de 1978 fue aplicado 
hasta su fin en julio/agosto de 1980, provo­
cado por la quiebra de UPM el 4 de julio de 
1980. El hecho que dos clientes de ATAB y 
un cliente de Asphaltco obtuvieran en este 
período algunos descuentos que excedían de 
lo establecido en el acuerdo, así como el he­
cho que, en general, la disciplina en materia 
de precios fuera menos respetada a partir de 
1981 [apartado 74, iii)] y que el primer 
acuerdo con los no miembros, de mayo de 
1978, resultara un fracaso (apartado 54) no 
permite cuestionar la realidad de que se es­
tableciera tal disciplina. De ello son buena 
prueba las quejas de las empresas que la res­
petaron. 

65. Es preciso recordar que: 

«para la aplicación del apartado 1 del ar­
tículo 85, resulta superflua la consideración 
de los efectos concretos de un acuerdo, 
desde el momento que este tenga por objeto 
restringir, falsear o impedir el libre juego de 
la competencia» 7 (iraclucaón provisional). 

66. Es indiscutible que las distintas decisio­
nes de aplicación del convenio tuvieron fina­
lidades restrictivas. En cuanto a sus efectos, 
sólo hay que tenerlos en cuenta, como la 
propia Comisión reconoce en el apartado 76 
de la Decisión, para apreciar la gravedad de 
las infracciones cometidas, con el fin de de­
terminar la cuantía de las multas que pro­
ceda imponer. 

C. Perjuicio al comercio entre Estados 
miembros 

67. Según reiterada jurisprudencia de este 
Tribunal de Justicia, recordada en particular 
en la sentencia Remia de 11 de julio de 
1985,8 

«para que un acuerdo entre empresas pueda 
afectar al comercio entre Estados miembros, 
debe, en virtud de un conjunto de datos ob­
jetivos, tanto fácticos como jurídicos, permi­
tir considerar con suficiente grado de pro­
babilidad que pueda ejercer una influencia 
directa o indirecta, real o potencial, sobre 
las corrientes de intercambios entre los Esta­
dos miembros, en un sentido que pueda re­
sultar perjudicial para la consecución de los 
objetivos de un mercado único europeo» 
(traducción provisional). 

68. A este respecto, hay que reconocer for­
zosamente que el convenio controvertido 
preveía expresamente acciones colectivas 
contra la competencia extranjera, ya que 
confiaba a la Junta General la adopción de 
«las medidas de protección y defensa [...], si 
por cualquier causa exterior al grupo de los 
miembros se viera amenazada la finalidad 
perseguida por este contrato [...], por ejem­
plo, en el caso de una agravación de la 
competencia por parte de empresas extran­
jeras [...]» [letra b) del apartado 8 del ar­
tículo 1]. Por consiguiente, tratar de evitar 
mediante acciones concertadas que la com­
petencia de otros Estados miembros se in­
cremente equivale a «congelar» las corrien­
tes de intercambio, oponiéndose a la conse­
cución de un mercado único. Por la misma 
razón, los miembros de Belasco se prohibie­
ron mutuamente, salvo previa autorización 

7 — Semenda de 30 de enero de 1985, BNCI/Clair, 123/83 
Rec. 1985, p. 391, apartado 22. Véase también sentencia 
de 27 de enero de 1987, Verband der Sachversicherer/ 
Comisión, 45/85, Rec. 1987, p. 405, apartado 39. 

8 — Asunto Remia y otros/Comisión, 42/84, Rec. 1985, 
p. 2545, apañado 22. Véase tambien la sentencia LTM, 
antes ciuda, Rec. 1966, p. 359. 
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de la Junta General, utilizar sus instalacio­
nes o equipos por cuenta de terceros (uni­
dad del punto 1 del capítulo de introduc­
ción al convenio), así como a venderlos o a 
alquilarlos y, en caso de sustitución, a pres­
tarlos o cederlos (párrafo 3 del artículo 5). 
Estas disposiciones iban destinadas especial­
mente a impedir que las sociedades extran­
jeras pudieran instalarse en Bélgica utili­
zando equipos de producción ya existentes. 

69. Cabría objetar que tanto los producto­
res extranjeros como los importadores pu­
dieron beneficiarse del hecho que, en el 
mercado belga, los miembros de Belasco 
mantenían precios relativamente elevados, 
mediante su consorcio, con objeto de arre­
batar a éstos cuotas de mercado por medio 
de la venta a precios más reducidos. Sin em­
bargo, hay una probabilidad suficiente de 
que tales competidores extranjeros tropeza­
sen en la relación con los clientes a los que 
se dirigían, con contraofertas especialmente 
atractivas por parte de los miembros de Be-
lasco. Gracias a los precios ventajosos que 
éstos se habían asegurado, al menos en 
parte, de sus clientes habituales, debían ha­
llarse en condiciones de permitir momentá­
neamente algunos sacrificios para evitar la 
penetración extranjera en el mercado belga. 

70. Sin embargo, el hecho de que aumenta­
ran las importaciones a Bélgica permite su­
poner que la actividad de los miembros de 
Belasco no fue del todo eficaz. No deja de 
ser cierto que existía la intención de evitar 
un aumento de las importaciones, por lo 
cual, de no haber existido tal práctica colu­
soria, podrían haber aumentado mucho más. 

71. En los apartados 61 y 62 de su Deci­
sión, la Comisión demostró, además, que se 
propusieron o decidieron «ataques» concer­

tados contra los importadores y los produc­
tores extranjeros. También es cierto que no 
pudo dar indicaciones acerca del destino 
concreto que tuvieron tales propuestas y de­
cisiones. 

72. Sin embargo, esta circunstancia no re­
sulta decisiva para que las citadas medidas 
escapen a la prohibición establecida en el 
apartado 1 del artículo 85, dado que «el 
destino potencial» de los intercambios, acre­
ditado con «un grado suficiente de probabi­
lidad» ya era suficiente como para satisfacer 
este criterio. 

73. De la misma forma, no existe ninguna 
contradicción entre el reconocimiento por 
parte de la Comisión de no poseer ningún 
dato acerca del destino dado a tales decisio­
nes y propuestas y la afirmación contenida 
en el apartado 88 de la Decisión en el sen­
tido de que «se demuestra que la mencio­
nada acción no era ni mucho menos teó­
rica», lo cual significa que las correspon­
dientes disposiciones del convenio no se 
quedaron en papel mojado, con indepen­
dencia de la cuestión de si condujeron a al­
gún resultado. 

74. Al declararse la quiebra de la sociedad 
UPM en 1980, las demandantes tuvieron es­
pecial cuidado de actuar de forma que esta 
firma no fuera absorbida por empresas com­
petidoras, especialmente extranjeras. Tam­
poco en este punto existe contradicción en­
tre esta apreciación de la Comisión [conte­
nida en los apartados 63, 64 y 74, viii) de la 
Decisión] y la afirmación de las demandan­
tes —que la Comisión no discute— de no 
haber tenido ninguna responsabilidad en la 
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quiebra de UPM; lo que la Comisión cues­
tiona no son las razones que llevaron a esta 
quiebra ni las del fracaso de las tentativas 
realizadas para la salvación de UPM, sino el 
hecho que, desde el momento en que otras 
empresas pensaron absorber a UPM, los 
miembros de Belasco actuaron al unísono 
con arreglo a la letra y al espíritu de las ci­
tadas disposiciones del convenio. Al cuestio­
narse únicamente su actitud conjunta frente 
a la posible absorción de UPM por parte de 
una empresa extranjera, no cabe reprochar a 
la Comisión que subestimara el papel que 
las autoridades económicas regionales juga­
ron en este mismo asunto. 

75. Siguen diciendo las demandantes que 
sus decisiones en materia de precios y de 
cuotas sólo afectan a los productos fabrica­
dos por ellas, con exclusión de los importa­
dos. 

76. Ello es cierto, y es en este punto en lo 
que el presente asunto se distingue clara­
mente del de la asociación neerlandesa de 
comerciantes de cemento (véase sentencia 
de 17 de octubre de 1972, Vereeniging van 
Cementhandelaren/Comisión, 8/72, Rec. 
1972, p. 977), citada en la Decisión de la 
Comisión. 

77. Efectivamente, tal y como lo subrayó en 
sus conclusiones el Abogado General Sr. 
Mayras (p. 1002), los comerciantes de ce­
mento afiliados a la citada asociación ven­
dían las dos terceras partes del cemento im­
portado (al no cubrir la producción nacional 
más que las dos terceras partes del conjunto 
de cemento de los Países Bajos) y aplicaban 
a sus ventas su sistema de precios indicativos 
y sus condiciones generales de venta. 

78. N o menos cierto es que, con arreglo a 
reiterada jurisprudencia de este Tribunal de 
Justicia, 

«el hecho que una práctica colusoria [...] 
sólo afecte a la comercialización de los pro­
ductos en un único Estado miembro no 
basta para excluir que pueda verse afectado 
el comercio entre Estados miembros»9 (tra-
ducaón provisional), 

sobre todo cuando esta práctica afecta a la 
totalidad del territorio de un Estado miem­
bro. 

79. Ahora bien, el convenio Belasco se apli­
caba al conjunto del territorio belga. El 
apartado 1 del capítulo relativo al «Objeto 
del convenio» dispone expresamente que las 
tarifas y condiciones mínimas de venta que 
se establezcan serán aplicables a «todas las 
entregas que se efectúen en Bélgica, sin ex­
cepción ninguna». 

80. Además, nos encontramos ante un con­
venio que prevé expresamente la adopción 
de medidas protectoras y de defensa contra 
un refuerzo de la competencia por parte de 
empresas extranjeras. Por consiguiente, el 
convenio podía afectar al comercio entre los 
Estados miembros. Queda por saber si este 
perjuicio podría calificarse de sensible. A mi 
juicio, es el extremo más delicado de todo el 
asunto. En un caso como el de autos, ello 
depende sobre todo de la posición que ocu­
pan en el mercado en cuestión las empresas 
que participan en la práctica colusoria 
(véase, en particular, el apartado 27 de la 
sentencia Papiers peints), y de la capacidad 
colectiva de reacción frente a las tentativas 
de penetración en el mercado de los compe­
tidores extranjeros. 

81. Además, como subrayó el Tribunal de 
Justicia en su sentencia Miller de 1 de fe­
brero de 1978,10 

9 — Sentencia de 26 de noviembre de 1975, Groupement ács 
fabricants de papiers peints de Belgique y otros/Comisión, 
73/74, Rec. 1975, p. 1491, apañado 22. 

10 — Asunto 19/77, Miller/Comisión, Rec. 1978, p. 131; véase 
tambien la sentencia de 11 de noviembre de 1986, British 
Leyland/Comisión, 226/84, Rec. 1986, p. 3263, apar­
tado 20. 
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«al prohibir los acuerdos que tengan por ob­
jeto o efecto el falseamiento de la compe­
tencia, y que puedan afectar a los intercam­
bios entre los Estados miembros, el apartado 
1 del artículo 85 del Tratado no exige que 
se pruebe que, efectivamente, tales acuerdos 
afectaron a los intercambios, prueba ésta 
que, en la mayoría de los casos, sólo con 
gran dificultad podría aportarse, sino que se 
acredite que tales acuerdos podrían tener tal 
efecto» (traducción provisional) (apar­
tado 15). 

82. En el asunto Miller, el Tribunal de Jus­
ticia consideró suficiente el que la Comisión 
acreditara, de acuerdo con determinados 
elementos de hecho, la existencia de un peli­
gro de repercusión sensible. Lo mismo creo 
que ocurre en el caso de autos. 

83. Efectivamente, como antes se dijo, la 
práctica colusoria afectaba a la totalidad del 
territorio belga, y las entregas de los miem­
bros del grupo Belasco representaron en 
metros cuadrados cerca del 60 % del con­
sumo aparente de revestimientos asfálticos 
en Bélgica en 1983, y su producción alrede­
dor del 70 % de la producción belga. Aún 
en el caso de que la Comisión hubiera de­
bido incluir los productos sintéticos en la 
definición del citado mercado, las ventas del 
grupo Belasco habrían seguido represen­
tando más del 50 % del mercado. 

84. Por consiguiente, es indudable que los 
productores extranjeros que quisieran ex­
portar al mercado belga se encontrarían con 
un bloque enorme de productores naciona­
les que se habían comprometido a luchar 
juntos contra el incremento de las importa­
ciones. Aun cuando la acción llevada a cabo 
con éxito contra IKO afectaba a un compe­
tidor belga, pone de manifiesto que los 
miembros de Belasco podían reaccionar efi­
cazmente contra los competidores. 

85. Por todo ello, considero que cabe con­
cluir afirmando que la práctica colusoria po­
día afectar de manera apreciable al comer­
cio entre Estados miembros. 

D. Aplicación del apartado 2 del artículo 15 
del Reglamento n° 17 

86. Con arreglo al apartado 2 del artículo 
15 del Reglamento n° 17, la Comisión 
puede imponer a las empresas y asociaciones 
de empresas multas que pueden llegar al 
10 % del volumen de negocios que realiza­
ron en el ejercicio económico precedente, 
siempre que la infracción cometida contra el 
apartado 1 del artículo 85 fuera cometida 
«deliberadamente o por negligencia». Para 
la determinación de la cuantía de la multa, 
«se tomará en consideración, además de la 
gravedad de la infracción, la duración de 
ésta». 

87. En apoyo de su pretensión subsidiaria 
de que se anulen o reduzcan las multas im­
puestas, las demandantes alegan que la Co­
misión no se pronunció acerca de los argu­
mentos relativos al carácter intencional y a 
la duración de las infracciones cometidas 
que desarrollaron en sus respuestas al pliego 
de cargos. 

88. También añaden que la Comisión no 
valoró la gravedad de las infracciones en 
función de sus efectos sobre el mercado, por 
lo cual las discriminó con relación a las em­
presas no pertenecientes al grupo Belasco a 
las cuales no se les impusieron multas. 
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89. El primer aserto no resiste la simple lec­
tura rápida de la Decisión. En efecto, en el 
apartado 109 de ésta, la Comisión alude ex­
presamente a las afirmaciones realizadas en 
el transcurso del procedimiento acerca de la 
supuesta buena fe de los miembros de Be-
lasco para después manifestar su disconfor­
midad con las mismas. En el apartado 106, 
se manifiesta claramente acerca de la dura­
ción de la infracción, tal como la concibe. 

90. En general, este Tribunal de Justicia 
siempre ha puesto de manifiesto que la obli­
gación de motivación, establecida en el ar­
tículo 190 del Tratado, 

«no exige que la Comisión examine la tota­
lidad de los elementos de hecho y de dere­
cho abordados durante la fase administra­
tiva» ' ' (traducción provisional). 

91. Por ello, no queda sino examinar si la 
valoración que de ambos puntos hizo la Co­
misión es correcta en cuanto al fondo. 

1. Carácter doloso de las infracciones 

92. Hay que recordar, en primer lugar, que, 
con arreglo al apartado 2 del artículo 15 del 
Reglamento n° 17, basta con que la infrac­
ción al artículo 85 haya sido cometida «por 
negligencia». Este requisito mínimo se cum­
ple sin lugar a dudas en el caso de autos. 

93. En segundo lugar, es doctrina jurispru­
dencial de este Tribunal de Justicia, que se 
manifiesta, particularmente, en la ya citada 
sentencia Miller12 y en la sentencia BMW 

de 12 de julio de 1979,13 que, para que 
pueda considerarse que una infracción se ha 
cometido «deliberadamente», importa poco 
saber si los interesados eran conscientes de 
haber violado la prohibición establecida en 
el artículo 85, puesto que no podían ignorar 
que las medidas y actos que se impugnaban, 
y que habían adoptado, tenían por objeto 
falsear la competencia. 

94. Esto es lo que ha ocurrido en el pre­
sente caso, puesto que el objeto de esta 
práctica colusoria, como se define en el 
convenio, demuestra ampliamente que los 
miembros perseguían también la finalidad de 
restringir la competencia entre ellos, así 
como combatir cualquier tipo de competen­
cia por parte de los que no fueran miembros 
del grupo, incluidas las empresas radicadas 
en el extranjero. 

2. Duración de las infracciones 

95. En el capítulo que el convenio dedica a 
la «Duración de la validez y vencimiento del 
contrato» se puede leer: 

«El presente contrato tendrá una duración 
de seis años que comenzarán el 1 de enero 
de 1978 y terminarán el 31 de diciembre de 
1983. En el supuesto de que no fuera de­
nunciado, se prorrogará tácitamente por 
cinco años a su vencimiento.» 

96. N o obstante sus afirmaciones, a tenor 
de las cuales el convenio no fue prorrogado, 
ni siquiera de forma tácita, las demandantes 
no han presentado ninguna evidencia que 
demuestre su intención de anularlo. Con ra­
zón pudo considerar la Comisión que siguió ľ — Véase, últimamente, la sentencia de 17 de noviembre de 

1987, British-American Tobacco y Reynolds Industries/ 
Comisión, asuntos acumulados 142/84 y 156/84, Rec. 
1987, p. 4469, apartado 72. 

12 — Rec. 1978, p. 131, apartado 18. 
13 — Asunto BMW/Comisión, asuntos acumulados 32/78, 

36/78 a 82/78, Rec. 1979, p. 2435, apartado 44. 
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en vigor hasta el 9 de abril de 1984, por lo 
menos, fecha en que tuvo lugar su primera 
medida de verificación, máxime cuando de 
las discusiones relativas a «las modificacio­
nes del Convenio en vigor» continuaron a 
partir del 1 de enero de 1984, habiéndose 
reunido cuatro veces la Junta General a par­
tir de tal fecha, (véanse, apartado 53 del 
pliego de cargos y apartado 120 de la du­
plica). 

97. Puedo añadir que, pese a no tener ra­
zón la Comisión para considerar que la 
práctica había durado hasta el 9 de abril de 
1984, no debe seguirse de ello el que las 
multas hayan de reducirse, puesto que el 
error de apreciación sólo se refirió a menos 
de cien días sobre una duración total de seis 
años. Por otra parte, la duración de las in­
fracciones no constituye más que uno de los 
datos que deben considerarse a la hora de 
determinar la cuantía de las multas. Por otra 
parte, no hay que excluir a priori que, aún 
en caso de que el 31 de diciembre de 1983 
hubiera cesado la práctica colusoria, sus 
efectos se prolongaran más allá de dicha fe­
cha. En tal caso, habría seguido siendo apli­
cable el artículo 85. M 

3. Gravedad de las infracciones 

98. Carecen de fundamento las críticas for­
muladas por las demandantes en el sentido 
de que la Comisión no valoró la gravedad 
de las infracciones en función de sus efectos 
sobre el mercado. 

99. Por una parte, la Comisión dedicó un 
capítulo entero de su Decisión, los aparta­
dos 76 a 82, al examen de los efectos con­

cretos de la práctica colusoria, con la finali­
dad específica de apreciar la gravedad de las 
infracciones. De la mera lectura de esta 
parte de la Decisión, se deduce que la Co­
misión, en este contexto, no tuvo en cuenta 
las medidas de aplicación del convenio Be-
lasco, sin que pudiera determinar si efectiva­
mente habían producido efectos. 

100. Por otra parte, en la parte de la Deci­
sión dedicada a la valoración de los hechos 
que determinan la cuantía de la multa, la 
Comisión comienza por indicar que algunas 
de las medidas que sanciona «constituyen 
uno de los ataques más graves a la libre 
competencia» (apartado 105), antes de remi­
tirse a los efectos «ya se han mencionado 
previamente» (apartado 106) y de precisar 
que «en la valoración de la gravedad de las 
infracciones se tiene en cuenta el régimen 
menos riguroso en varios aspectos aplicado 
por los miembros con respecto a los nuevos 
productos [...]» (apartado 107). 

101. Estas afirmaciones permiten también 
rechazar la alegación procedente de una in­
suficiente motivación que resulta del hecho 
de no haber respondido la Comisión a los 
argumentos relativos a los efectos del con­
venio sobre el mercado que las demandantes 
expusieron en sus respuestas al pliego de 
cargos. 

102. Sin embargo, queda por saber si estas 
declaraciones se reflejaron en la cuantía de 
las multas impuestas por la Comisión. 

103. A este respecto, hay que señalar en pri­
mer lugar que la gravedad de las infraccio­
nes no es más que uno de los datos que de-

14 — Véase, a este respecto, la sentencia de 3 de julio de 1985, 
Binon/AMP, 243/83, Rec. 1985, p. 2015, apartado 17. 
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ben tenerse en cuenta a la hora de determi­
nar la cuantía de las multas. Del apartado 
104 de la Decisión impugnada se deduce 
que, junto a la duración de la infracción, la 
Comisión también tuvo en cuenta «la cifra 
de negocios global de cada una de las entre­
gas examinadas así como de su cifra de ne­
gocios realizada con cargo al suministro de 
revestimientos asfálticos en Bélgica y, en el 
caso de Belasco, de sus gastos anuales». 

104. Por otra parte, la Comisión —al igual 
que el Tribunal de Justicia en el ejercicio de 
la competencia de plena jurisdicción que le 
confiere el artículo 17 del Reglamento 
n° 17, en cumplimiento del artículo 172 del 
Tratado CEE— dispone de una amplia fa­
cultad discrecional a la hora de calibrar el 
impacto exacto que uno u otro de estos da­
tos puede tener sobre la cuantía que tiene 
finalmente que considerar. Esto es cierto 
también en lo que se refiere a los datos que 
deben considerarse para apreciar la grave­
dad de las infracciones. 

105. Finalmente, el apartado 2 del artículo 
15 del Reglamento n° 17 se limita a indicar 
un mínimo (1 000 unidades de cuenta) y un 
techo (10 % del volumen de negocios reali­
zado en el ejercicio precedente por cada 
una de las empresas que participaron en la 
infracción) para calcular la cuantía de las 
multas que la Comisión puede imponer. 

106. En el presente caso, las multas repre­
sentaban únicamente entre el 0,75 y el 
2,5 % del volumen global de negocios que 
realizaron en 1983 las demandantes, tal y 
como se expone en el anexo I de la Deci­
sión de la Comisión, por lo cual no cabe 
afirmar que la Comisión no tuviera suficien­
temente en cuenta las posibles circunstancias 
«atenuantes«. Dado que la Comisión consi­

deró que todas debían ser consideradas 
como responsables en el mismo grado (apar­
tado 108 de la Decisión), los distintos por­
centajes encuentran su explicación en el he­
cho que la Comisión tuvo también en 
cuenta el volumen de negocios realizados en 
la actividad de suministrar revestimientos as­
fálticos en Bélgica. 

4. Respeto del principio de igualdad 

107. Tampoco tiene fundamento la acusa­
ción de no haberse respetado el principio de 
igualdad. 

108. Es cierto que, con arreglo a reiterada 
jurisprudencia de este Tribunal de Justicia 
que citan las demandantes, 

«este principio exige que situaciones compa­
rables no sean tratadas de forma distinta, a 
menos que la diferencia esté objetivamente 
justificada» 15 (traducáón provisional). 

109. Ahora bien, en el presente caso, la Co­
misión ha demostrado que las respectivas si­
tuaciones de los miembros de Belasco, por 
una parte, y de los no miembros, por otra, 
no admitían comparación. 

110. Las empresas no miembros, Internatio­
nal Roofing, UPM y Al-Asfalt, en ningún 
caso se adhirieron al convenio controver­
tido, y las únicas infracciones en que se con­
sidera que incurrieron sólo afectaban a los 
acuerdos relativos a los descuentos que celé­

is — Véase, igualmente, la sentencia de 12 de marzo de 1987, 
BALM/Societé Coopérative Raiffeisen, 215/85, Rec. 1987, 
p. 1279, apartado 23. 
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braron con los miembros en mayo y octubre 
de 1978 y que, además, no está demostrado 
que los respetaran. Además, contrariamente 
al convenio entre los miembros, estos acuer­
dos sólo versaron sobre los productos nue­
vos y sólo permanecieron en vigor hasta ju­
lio/agosto de 1980. 

111. De esta forma, la Comisión estaba fa­
cultada para decidir no imponer multa al­
guna a IR y Al-Asfalt, si bien las requirió 
para que pusieran fin inmediatamente a las 
infracciones que habían cometido y se abs­
tuvieran en lo futuro de cualquier acuerdo o 
práctica concertada o de otras medidas de 
efecto equivalente (véase artículo 5 de la 
Decisión). 

112. Por lo que se refiere a UPM, que, en el 
pasado, perteneció al grupo Belasco y se ad­

hirió al convenio de 1966, aunque no al de 
1978, no tenía la Comisión que dirigirle 
ningún mandamiento al respecto, dado que, 
el 4 de julio de 1980, fue declarada en quie­
bra. 
113. El principio de igualdad no sólo se 
opone a tratar de forma distinta situaciones 
idénticas, sino también a tratar de forma 
idéntica situaciones distintas,16 por lo que 
no creo justificado, en el presente caso, ni 
que se reduzcan ni, a fortiori, que se anulen 
las multas impuestas a los miembros de Be-
lasco y a la propia Belasco aun cuando su 
participación en los acuerdos relativos a los 
precios con los no miembros no constituye 
realmente más que un dato de poca impor­
tancia entre el conjunto de cargos relativos 
a las infracciones contra el apartado 1 del 
artículo 85 que se les imputan. 

Conclusión 

114. De cuanto antecede, se deduce que la Comisión aplicó correctamente el apar­
tado 1 del artículo 85 del Tratado CEE a los acuerdos y decisiones citados y no 
aplicó incorrectamente ni el artículo 15 del Reglamento n° 17 ni el principio de 
igualdad al imponer las citadas multas a las empresas miembros de Belasco y a esta 
última. 

115. Por todo ello, propongo al Tribunal de Justicia que desestime el recurso en su 
totalidad y condene a las demandantes al pago de las costas, incluidas las de la 
parte coadyuvante. 

16 — Véase, especialmente, la sentencia de 26 de marzo del987, 
Cooperative agrìcole d'approvisionnement des Avirons/ 
Receveur des douanes de Saint-Denis y Directeur regional 
des douanes de la Reunion, 58/86, Rec. 1987, p. 1525, 
apartado 15. 

2179 


